
QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 132 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y 46 BIS DE LA LEY 

GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, A CARGO DE LA 

DIPUTADA LAURA NEREIDA PLASCENCIA PACHECO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

Mediante el trabajo la mujer ha podido franquear la distancia que la separa del hombre. El trabajo 

es lo único que puede garantizarle una libertad completa. 

Simone de Beauvoir 

La que suscribe, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en 

lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 55, fracción II, del Reglamento para el gobierno Interior del Congreso General de los 

Estados Unidos Mexicanos y 77, numerales I y II, del Reglamento Interior de la Cámara de Diputados, 

somete a consideración del pleno de esta asamblea 

Exposición de Motivos 

La violencia contra las mujeres en el país es enorme: diariamente son asesinadas 7.1 ONU Mujeres ha 

reiterado su preocupación ante la alarmante situación que enfrentan las mujeres en México, propios 

de una pandemia mundial. 

Diversas fuentes señalan que en México, 46.1 por ciento de las mujeres de 15 años y más han sufrido 

algún incidente de violencia por parte de su pareja. A 42.4 por ciento se les ha humillado, encerrado, 

amenazado con correrlas de casa, quitarles a sus hijos o matarlas (violencia emocional). A 24.5 por 

ciento les han prohibido trabajar o estudiar, o les han quitado dinero o bienes (violencia económica). 

Un 13.5 por ciento ha sido golpeada, amarrada, pateada, o agredida con alguna arma por su pareja 

(violencia física); y a 7.3 por ciento de las mujeres se les ha obligado a tener relaciones sexuales.2 

En relación con la violencia laboral, 20.6 por ciento de las mujeres declaró haberla sufrido; más de 4 

por ciento refirió hostigamiento sexual. Más de 500 mil mujeres han sido forzadas a tener relaciones 

sexuales; de ellas, alrededor de 75 mil sufrieron una violación en el último año; sin embargo, por ese 

delito cada año se inician apenas 15 mil averiguaciones y sólo se concluyen 5 mil juicios en los 

tribunales superiores de justicia. Estos datos demuestran lo alejadas que se encuentran las mujeres 

mexicanas de la procuración e impartición de justicia: sólo 14 por ciento de las mujeres víctimas de 

violencia se acerca a una autoridad para pedir ayuda, el resto considera que nadie puede ayudarles.3 

La respuesta institucional no ha estado a la altura de las necesidades de seguridad y justicia que las 

mujeres reclaman. El dinamismo que caracteriza al derecho no ha estado del lado de las mujeres ni 

hoy ni nunca, pues se sigue teniendo una visión paternalista, androcéntrica y poco sensible a la 

realidad de violencia que viven a diario las mujeres. 

No obstante los avances que significaron la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia, no se ha comprendido que la ley per se no resolverá la problemática que entraña la 

violencia de género y contra las mujeres mientras no se entienda que la ley debe afectar el 

entendimiento de las demás normas que en teoría deberían proteger los derechos de los grupos 

sociales en desventaja o en condición de vulnerabilidad, como ocurre muchas de las veces con las 

mujeres trabajadoras. 



Cuando nos referimos a la violencia contra las mujeres o violencia de género, nos referimos a un 

contexto donde el ser mujer o construirse socialmente como mujer implica una especie de contexto 

donde la supremacía masculina tiene permitido abusar e intimidar a las mujeres. 

De ahí que “el feminicidio no se entiende, analiza o diagnostica en abstracto, sino como una 

derivación momentánea y extrema de las violencias que las mujeres viven en los ámbitos personal, 

vecinal, comunitario, educativo, laboral y social”.4 

Digamos que todas estas violencias, vistas desde una perspectiva general, son expresiones “tan 

extrema como normalizada, de “las representaciones culturales que existen en torno a 

las desigualdades de género y a la forma en que socialmente se estructuran y se ejercen las relaciones 

de poder... el extremo de un continuo de terror antifemenino que incluye una gran cantidad de formas 

de abuso verbal y físico: como violación, tortura, esclavitud sexual (particularmente en la 

prostitución), incesto y abuso sexual infantil extrafamiliar, maltrato físico y emocional, hostigamiento 

sexual (por teléfono, en las calles, en la oficina y en el salón de clases), mutilación genital 

(clitoridectomía, escisión, infibulación), operaciones ginecológicas innecesarias (histerectomías 

gratuitas), heterosexualidad forzada, esterilización forzada, maternidad forzada (mediante la 

criminalización de los anticonceptivos y el aborto), psicocirugía, negación de los alimentos a las 

mujeres en algunas culturas, cirugías cosméticas y otras mutilaciones en nombre de la belleza”.5 

Y en contraparte de una visión particular significan “el capítulo final de un largo historial de violencia 

de pareja que se mantuvo impune o la furia de un desconocido motivados, en ambos casos, “por un 

sentido de tener derecho a ello o superioridad sobre las mujeres, por placer o deseos sádicos hacía 

ellas, o por la suposición de propiedad sobre las mujeres”.6 Como conclusión, se trata de un “crimen 

que no genera ninguna recompensa material a cambio”, ni “el producto de una reacción emocional, 

como tradicionalmente se ha intentado justificar bajo la idea de un crimen pasional” sino “la 

recompensa por una especie de victoria que supone imponer la posición [cultural, ideológica] del 

varón [y de la comunidad] por encima de la vida de la mujer”.7 

Castañeda concluye: “Eso significa la “razón de género” que envuelve un feminicidio, al que le siguen 

una estela de justificaciones lapidarias, en silencio o a voces, en la comunidad, la policía y la sociedad 

respecto a que ella se lo merecía o se lo buscó por romper su rol de género (por su transgresión) o por 

dejada (por su omisión), y que son parte de la narrativa cotidiana de la normalización de la violencia 

contra la mujer.8 

De esta forma, consideramos que aún hay un largo trecho en la armonización de los textos legales 

que permitan a las mujeres acceder a la justicia, en este caso sin perder su trabajo, pues día a día 

surgen en los hechos realidades que las leyes no prevén o que de pronto aparecen ante la indiferencia 

de quienes en principio deberían hacer cumplir la ley. 

El acceso a la justicia para las mujeres es otra deuda que sigue temerosamente pendiente. 

Hay un gran clima de impunidad por lo deficiente de nuestro sistema de procuración e impartición de 

justicia y por lo altos de niveles de corrupción, lo que propicia la poca credibilidad en las instituciones 

de parte de la sociedad. 

Si también se considera que no existen mecanismos legales ni instituciones que tomen mucho en 

cuenta las condiciones particulares de las mujeres para acudir a las dependencias de gobierno a dar 



trámite a los procedimientos legales, sobre todo por cuestiones de violencia, el asunto de torna mucho 

peor. 

Por otro lado, falta sensibilidad para considerar que muchas de las mujeres que están siendo 

violentadas se encuentran en horarios poco flexibles en sus centros de trabajo y, en ocasiones, con 

patrones que no dan permiso a veces ni para ir al baño, acabamos entonces con poca posibilidad de 

dar seguimiento a los juicios o procesos para que los responsables sean realmente sancionados. 

El Comité de la CEDAW (Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

contra las Mujeres) ha recomendado a nuestro país que se armonicen las leyes a fin de facilitar los 

procedimientos para que las mujeres hagan efectivo del derecho de acceso a la justicia, a lo que señala: 

“El acceso de las mujeres a la justicia, entendido como ‘el derecho a contar con recursos judiciales y 

de otra índole que resulten idóneos y efectivos para reclamar por la vulneración de los derechos 

fundamentales’, se ha visto obstaculizado por huecos legales, por prácticas discriminatorias del 

personal de servicio públicos y por factores sociales, culturales, económicos, geográficos y políticos, 

como lo señala la Corte Interamericana de los Derechos Humanos en su condena contra el Estado 

mexicano por el caso González y otras (caso ‘Campo Algodonero’)”,9 de la cual por cierto el Estado 

mexicano está en calidad de incumplimiento, lo que en efecto pretende coadyuvar en revertir la 

presente iniciativa. 

En particular, esta iniciativa persigue generar mecanismos legales que posibiliten el acceso a la 

justicia para las mujeres, adicionando una fracción a la Ley Federal del Trabajo, en su 

artículo 132 y al artículo 46 Bis de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia, disponiendo que las mujeres que sean víctimas de violencia familiar o de género, gozaran 

de un permiso de hasta treinta días laborables con goce de sueldo lo cual permitiría a la víctima 

ausentarse de su puesto de empleo mientras se recupera de las consecuencias físicas, psicológicas y 

emocionales de la violencia sufrida; permitirá disponer de ese tiempo para realizar los trámites 

vinculados con la denuncia, así como realizar las acciones necesarias para protegerse de la situación. 

No escapa al análisis realizado por las y los autores de la presente propuesta, el cumulo de resistencias 

que aún subsisten en distintos actores políticos y del sector empresarial, originada principalmente por 

que aducen que esto afectaría la economía de las empresas y que no “hay forma de que comprueben 

dichas licencias”, lo cual resulta falaz, ya que existen medios idóneos para hacerlo, amén de que los 

costos de esta violencia tiene un valor de entre 1 y 4 por ciento del producto interno bruto de este 

país,10 por lo que reducir sus efecto tendría efectos positivos no solo en términos sociales sino 

económicos. 

También se argumenta que este tipo de medidas son propias de economías de países más desarrollados 

y con otra cultura e idiosincrasia, entre otros argumentos. Esa razón resulta errónea pues en países 

con economías y realidades como la nuestra, este tipo de licencias y permisos se han empezada a 

otorgar para hacer frente a los factores que perpetúan la violencia, como la falta de acceso a la justicia 

de las mujeres, y han empezado a introducir en sus legislaciones laborales disposiciones que permiten 

a las mujeres atender los procesos que se derivan de una situación de violencia familiar o de género. 

Así, por ejemplo, en Argentina se otorga desde septiembre de 2016 una licencia similar a mujeres 

que han sido víctimas de violencia familiar , de género o contra la mujer: “el proyecto presentado en 

abril de este año por la diputada nacional del PTS en el Frente de Izquierda, Myriam Bregman, que 

propone garantizar la creación de Licencias laborales con goce de haberes para todas las trabajadoras 

que hayan sido víctimas de cualquier tipo de violencia machista, de acuerdo a lo que dispone la Ley 



Número 26.485, “De protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 

mujeres”.11 

En Perú, desde 2015, en la Ley para prevenir, sancionar y erradicar la Violencia contra las Mujeres y 

los Integrantes del Grupo Familiar, publicada hace poco, se agregaron nuevos derechos a los 

trabajadores que sufren violencia familiar, como prohibir su despido, entre otros. Así, el trabajador 

en esta situación mantendrá su puesto de trabajo con una denuncia policial por violencia familiar 

contra su cónyuge, conviviente o agresor miembro de su familia.12 

En Nueva York, en el vecino país del norte, para ayudar a las mujeres a eliminar esa preocupación de 

perder el trabajo, el alcalde Bill de Blasio, acompañado de la primera dama, Chirlane 

McCray, anunció este año una legislación que permitirá a las víctimas a tomar permisos pagados de 

sus empleos, mientras se recuperan y buscan protección. 

La nueva medida, denominada “licencia pagada segura” y que se presenta en la misma semana en 

que culmina el mes de concienciación sobre la violencia doméstica, busca evitar que los afectados 

pierdan sus trabajos y hogares en sus momentos más vulnerables. 

“Nadie debería decidir entre su seguridad y su salario”,13 expresó el alcalde al anunciar la legislación 

durante un evento en el Centro de Justicia Familiar de Manhattan, uno de los cinco lugares en la Gran 

Manzana donde víctimas de violencia doméstica pueden acudir a recibir servicios legales, sociales y 

policiales. 

De esta forma, la presente propuesta plantea el otorgamiento de un permiso de treinta días laborables 

con goce de sueldo tomando en consideración el tiempo que tarda un mujer en presentar las denuncias, 

en promover las demandas y en asistir a las instituciones que brinden atención integral con la finalidad 

de sobreponerse a este situación. ¿Por qué treinta días? Pudieran ser más o menos días. Al respecto 

hay varios ejercicios financiados por la Cepal,14 que desde un enfoque de género permiten determinar 

los costos y de sus implicancias fiscales y socioeconómicas que podría ser una herramienta valiosa 

para determinar lo que más convenga y más proteja a las mujeres. En todo caso esta propuesta 

legislativa pone énfasis en que es necesario este permiso pues por esta causa muchas mujeres pierden 

sus empleos. 

En virtud de lo expuesto pongo a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto 

de 

Decreto por el que se adicionan las fracciones IX Bis al artículo 132 de la Ley Federal del 

Trabajo y V Bis al artículo 46 Bis de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia 

Primero. Se adiciona la fracción IX Bis al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar 

como sigue: 

Artículo 132. (...) 

I. a IX. (...) 

IX Bis. Promover el otorgamiento de licencias por hasta treinta días, con goce de sueldo, a 

las trabajadoras víctimas de violencia familiar o de género, cuando el cumplimiento de sus 



actividades laborales suponga un riesgo para su seguridad e integridad personal y previo 

otorgamiento de una orden de protección por la autoridad correspondiente; 

X. a XXVIII. (...) 

Segundo. Se adiciona la fracción V Bis al artículo 46 Bis de la Ley General de Acceso de las Mujeres 

a una Vida Libre de Violencia, para quedar como sigue: 

Artículo 46 Bis. (...) 

I. a V. (...) 

V Bis. Promover el otorgamiento de licencias, con goce de sueldo, a las trabajadoras víctimas 

de violencia familiar o de género, cuando el cumplimiento de sus actividades laborales 

suponga un riesgo para su seguridad e integridad personal y previo otorgamiento de una 

orden de protección por la autoridad correspondiente; 

VI. a IX. (...) 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

Notas 

1 La información puede consultarse en http://www.economiahoy.mx/nacional-eAm-

mx/noticias/7406635/03/16/Siete- mujeres-mueren-al-dia-en-Mexico-victimas-de-la-violencia.html 

2 Los datos completos de la Endireh 2011 pueden consultarse en 

http://www.beta.inegi.org.mx/proyectos/enchogares/especiales/endireh/20 11/ 

3 Los datos forman parte del diagnóstico hecho a propósito del Proigualdad el cual se encuentra disponible en 

el siguiente enlace: http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5312418&fecha=30/08/2 013 

4 Castañeda Torres, Rubén. Diagnostico Situacional de Feminicidio en Jalisco. Instituto Jalisciense de las 

Mujeres. Guadalajara, Jalisco. Diciembre de 2015, página 2. 

5 Radford, J., y D. Russell (2006). Feminicidio. La política del asesinato de las mujeres. México: UNAM. 

CEIICH: Cámara de Diputados, LIX Legislatura. Comisión Especial para conocer y dar seguimiento a las 

investigaciones relacionadas con los feminicidios en la República Mexicana y la procuración de justicia 

vinculada. 

6 Russell, D. E. (2006). “Definición de feminicidio y conceptos relacionados”, en D. E. Russell; y R. A. Harmes 

(editores). Feminicidio: una perspectiva global. México: CEICH-UNAM. 

7 ONU-Mujeres y OACNUDH, 2011, Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes 

violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio) . 

8 Obra citada 4. 



9 Comité de CEDAW en Diagnóstico del Proigualdad, disponible en 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5312418&fecha=30/08/2013 

10 El Banco Mundial, a través del grupo de soluciones para recortar la brecha de género, ha realizado 

investigaciones que indican que el costo económico de la violencia contra las mujeres y niñas representa entre 

el 1 y el 4 por ciento del producto interno bruto de un país. La nota puede consultarse en 

http://www.elfinanciero.com.mx/economia/violencia-contra -mujeres-y-nina s-cuesta-entre-y-del-pib-de-cada-

pais-bm.html 

11 Para más datos puede consultarse el sitio http://www.laizquierdadiario.com/Licencias-laborales-por-

violencia-de-g enero-un-derecho-para-todas 

12 Para más datos puede consultarse http://gestion.pe/empleo-management/ley-prohibe-despido-trabajadores-

qu e-sufren-violencia-familiar-2150344 

13 La información puede leerse en el enlace 

http://eldiariony.com/2016/10/26/victimas-de-violencia-d omestica-podran-faltar-sin-temor-al-trabajo/ 

14 La Cepal es la Comisión Económica para América Latina y el Caribe de la Organización de las Naciones 

Unidas. El texto referido puede consultarse en 

http://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/40483/6/S1600701_es .pdf 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de abril de 2018. 

Diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco (rúbrica) 

 


